
ECOS Y COMENTARIOS

LEY DE CUIDADOS PALIATIVOS Y MUERTE DIGNA,
NECESIDAD DE UNA LEY INTEGRADORA Y CONSENSUADA

La ministra de Sanidad, Política Social e Igualdad, Leire Pajín, ha confirmado
que en pocas semanas se presentará el  borrador de la nueva norma que
garantizará  una  muerte  digna  a  los  pacientes,  una  ley  que  pretende  ser
"consensuada"  con  todos  los  sectores,  incluidos  los  colectivos  cristianos,
pidiendo a los  Presidentes de la Organización Médica Colegial (OMC), Juan
José Rodríguez Sendin, y del Consejo General de Colegios de Enfermería de
España, Máximo González Jurado, su colaboración para elaborar el primer
borrador de la futura Ley de Cuidados Paliativos y Muerte Digna, que podría
estar listo "antes de un mes", poniendo como ejemplo el caso de Andalucía.

El  debate  sobre  la  inclusión  o  no  de  este  nuevo  derecho  social  en  la
legislación  andaluza  fué  en  su  momento,  uno  de  los  obstáculos  más
importantes durante la negociación del Estatuto de Autonomía aprobándose finalmente una redacción
garantista y prudente que satisfizo a todos los grupos parlamentarios transformándose en proyecto de ley
uno de los contenidos del nuevo Estatuto haciendo desaparecer el temor de que el derecho a la muerte
digna pudiera confundirse con la eutanasia activa o la ayuda al suicidio, dos prácticas de fuerte perfil
polémico que, de hecho, están sancionadas en el Código Penal vigente, por lo que no tenían cabida en
una norma autonómica como la comentada.

La norma Andaluza tuvo en su génesis, tres ejes fundamentales: garantizar la autonomía del paciente en
el tramo final de su enfermedad; incrementar la seguridad jurídica de los profesionales que intervienen a
través de comités de ética asistenciales; y elevar a la categoría de buena práctica clínica la sedación
paliativa terminal.

La  norma  que  salga  del  proceso  anunciado  por  la  Ministra  Leire  Pajín  deberá  ser  integradora  y
consensuada, a la vez que nítida en sus prescripciones, por tratarse de una ley que gira en torno a la
enfermedad grave, la muerte y las convicciones de las personas. Descartada la eutanasia, no debería
haber inconvenientes de mayor alcance para que la Ley de Muerte Digna sea a medio plazo una realidad
que ayude a morir con sosiego y dignidad a las personas que, informadas y conscientes, decidan que no
pueden seguir viviendo en sus condiciones.

Pero,  para  prestar  una atención  integral  y  de calidad a  los  pacientes  graves o  terminales,  se  hace
necesario desarrollar mucho más los cuidados paliativos, formar a los profesionales en esta materia,
dotar de medios específicos suficientes a los centros sanitarios, no cargar contra los profesionales, ni
obligarles a actuar contra sus conocimientos y conciencia. Cualquier ley de “muerte digna” que no cuente
con  los  profesionales  sanitarios,  como  lo  que  realmente  son  “garantes  de  nuestros  derechos”,  no
aportará dignidad ni a los profesionales sanitario, ni a los pacientes, ni al propio sistema sanitario.

En el ámbito del Derecho Sanitario, uno de los valores que, de forma sobresaliente, le otorgan a los seres
humanos el estatuto de la dignidad lo representa, sin lugar a dudas, la autonomía del paciente, entendida
ésta como la capacidad de autogobierno que le permite al paciente elegir razonadamente en base a una
apreciación personal sobre las posibilidades futuras, evaluadas y sustentadas en un sistema propio de
valores.

Esta  autonomía,  no  obstante,  debe  tener  como  complemento  a  la  libertad  dado  que  nadie  puede
autogobernarse si se le restringe, coarta, soslaya, limita o impide de alguna manera su ejercicio. Sin
embargo, y esto también es importante, la autonomía tiene siempre ante sí la frontera que le impone su
relación con otra u otras personas, el no causarles perjuicio.

Esta  autonomía ejercida  en libertad  nos otorga el  valioso  don  de elegir  personalmente  frente  a  los
diferentes y diversos proyectos de vida. La autonomía, entonces, debe facilitarse y garantizarse para



todos y, asimismo, como ninguna persona tiene facultades para intervenir de alguna manera en dicha
elección, deben establecerse todos aquellos mecanismos necesarios para impedirlo.

Por ello es un buen comienzo y debe felicitarse la actitud de la Ministra Leire Pajín, al contar con los
profesionales sanitarios como lo que son: “garantes de los Derechos de los pacientes” en el desarrollo de
la futura Ley de Cuidados Paliativos y Muerte Digna.


